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Resumen: La Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, transponiendo las Directivas 
2014/23/UE y 2014/24/UE, reconfigura la contratación pública española, orientándose 
hacia un modelo más eficiente y responsable, basado en principios de sostenibilidad y 
justicia social. Su principal novedad es la integración obligatoria de criterios sociales y 
medioambientales en todas las licitaciones, evaluados a lo largo del ciclo contractual, 
con el fin de optimizar la relación calidad-precio y los recursos públicos.

Este enfoque impone a los contratistas la adopción de prácticas sostenibles y el res-
peto a los derechos laborales, impulsando la innovación y la gestión responsable. 
Además, refuerza la transparencia, combate la colusión y fomenta la competencia, 
promoviendo la división de contratos en lotes y ampliando los actos susceptibles de 
recurso especial, fortaleciendo así el control y la legalidad en los procedimientos.

1	 Este trabajo ha sido realizado en el marco del proyecto titulado: «Hacia una transición ecológica 
justa: los empleos verdes como estrategia frente a la despoblación» (TED 2021-129526B-I00), fi-
nanciado por el Ministerio de Ciencia e Innovación. N.º Proyecto: UXXI2022/00217
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Abstract: Law 9/2017 on Public Sector Contracts, transposing Directives 2014/23/EU 
and 2014/24/EU, reshapes public procurement in Spain, shifting towards a more efficient 
and responsible model based on principles of sustainability and social justice. Its main 
innovation is the mandatory integration of social and environmental criteria in all pro-
curement procedures, assessed throughout the contract cycle, in order to optimize the 
quality-price ratio and public resources.

This approach requires contractors to adopt sustainable practices and respect labor 
rights, fostering innovation and responsible management. Furthermore, it strengthens 
transparency, combats collusion, and promotes competition by requiring the division of 
contracts into lots and expanding the acts subject to special appeal, thereby reinforcing 
control and legality in the procedures.

Keywords: Sustainable development, Responsible public management, Sustainability, 
Public procurement, Ecological governance.

I. Introducción
La contratación pública en el ordenamiento jurídico español constituye un eje fundamental 

en la dinámica económica del país, no solo en el ámbito estatal, sino que su relevancia se 
extiende a todas las esferas del tejido económico, incluyendo los niveles local, regional, y 
supranacional, con especial mención a la Unión Europea2. En efecto, la dimensión e impacto 
de la contratación pública transciende el ámbito nacional, ya que en tanto instrumento de polí-
tica pública, interrelaciona diversos niveles de gobernanza y desarrolla un papel clave en la 
ejecución de los proyectos que inciden directamente en el bienestar social y en el desarrollo 
económico.

Bajo tales premisas, es imperativo hacer referencia, en primer lugar al marco normativo 
europeo, dado que las Directivas comunitarias sobre contratación pública han sido la fuerza 
propulsora de la modernización de los procedimientos y principios de esta disciplina. Estas 
normativas han impuesto una serie de directrices y objetivos innovadores, que han sido adop-
tados por los Estados miembros con el fin de alinear sus regulaciones nacionales con los 
estándares europeos, optimizando la eficiencia, la transparencia y la competitividad de los 
procesos licitatorios.

La Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, 
que deroga la Directiva 2004/18/CE, establece un cambio paradigmático en la concepción de 
la contratación pública, orientándola hacia el fortalecimiento de su rol como instrumento al 
servicio de objetivos sociales y medioambientales. En este contexto, la contratación pública 
deja de limitarse exclusivamente a la ejecución de obras, la provisión de bienes o la presta-

2	 Gónzalez García, Julio., «Sostenibilidad Social y ambiental en la Directiva 2014/24/UE de contra-
tación pública», Revista de Derecho Europeo, págs. 13-42, 2015.
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ción de servicios, para incorporar la posibilidad de perseguir fines estratégicos adicionales, 
que, en particular, atienden a imperativos medioambientales y sociales. De este modo, se 
reconfigura la contratación pública como un mecanismo de cohesión social, que, mediante la 
integración de criterios extraeconómicos, busca contribuir de manera activa a la consecución 
de un desarrollo sostenible y a la promoción de la justicia social dentro de los procesos de 
adjudicación pública3.

En cuanto a la evolución histórica de la regulación de la contratación pública en España, es 
pertinente aludir al Real Decreto de 27 de febrero de 1852, que constituye una de las prime-
ras normativas de este ámbito. A partir de dicho momento, la regulación de la contratación 
pública ha ido adquiriendo una relevancia progresiva, ajustándose a las necesidades cam-
biantes del entorno económico, político y social, hasta consolidarse como una de las áreas 
más dinámicas y sofisticadas del derecho administrativo contemporáneo4. A lo largo de este 
tiempo, las reformas sucesivas han respondido tanto a los imperativos internos del sistema 
económico como a las exigencias de la integración y la cooperación supranacional, en espe-
cial dentro del marco de la Unión Europea.

En el fundamento de la contratación pública se erigen principios fundamentales de gran 
trascendencia, tales como la libertad de acceso, la igualdad y no discriminación, la publici-
dad, la eficiencia económica, la libre competencia y, de manera primordial, la búsqueda de la 
oferta económicamente más ventajosa5. Estos principios configuran el marco normativo que 
garantiza la transparencia, equidad y optimización en la utilización de los recursos públicos, 
propiciando un entorno competitivo que favorezca la obtención de los mejores resultados 
tanto para las Administraciones como para la sociedad en su conjunto6.

Con el fin de contribuir a la consecución de los objetivos sociales y medioambientales 
establecidos, es necesario incorporar cláusulas vinculadas al objeto de la prestación que, si 
bien no son estrictamente esenciales para su ejecución, responden a fines de índole social o 
medioambiental7. En este sentido, la noción de «oferta económicamente más ventajosa» se 
desvincula de la concepción reduccionista de la «más barata» para la Administración, pues 
ahora se reconoce que existen objetivos adicionales cuya inclusión en el proceso de adjudica-
ción no solo es legítima, sino que se considera esencial para lograr una oferta que, en térmi-
nos globales, resulte más beneficiosa para el poder adjudicador. Así, la contratación pública 
se orienta hacia la consecución de la «mejor relación calidad-precio» en un sentido más holís-
tico, que abarca no solo los aspectos económicos, sino también los beneficios sociales y 

3	 Vid. Buying Green Handbook: A handbook on green public procurement 3rd edit. Documento de 
orientación para ayudar a las autoridades a comprar bienes y servicios con un menor impacto 
ambiental. 

4	 Sáchez Morón, Miguel., «La Contratación del Sector Público», Manual Derecho administrativo Par-
te General, Madrid, Tecnos, 2019, pag. 127.

5	 Cfr. Art. 1 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen 
al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE 
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 

6	 Comisión Europea. Manual sobre contratación pública ecológica, 3.ª edición, 2016, pág. 19. 
7	 Ramos Pérez Olivares, Alfredo. «Las cláusulas sociales en la regulación de los contratos del sec-

tor público tras el RDLeg. 3/2011. Revista Contratación Administrativa Práctica. LA LEY. Núm. 119, 
Mayo 2012. Pág. 1 
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medioambientales derivados de la prestación contractual8. Si bien es innegable que la polí-
tica de contratación pública persigue la maximización de la eficiencia económica, no menos 
relevante es su orientación hacia el cumplimiento de objetivos sociales y medioambientales. 

II. Los principios medioambientales 
en la contratación pública: el impacto 
de la orden PCI/86/2019 y el plan de 

contratación pública ecológica
La protección del medio ambiente constituye un principio de suma relevancia en el orde-

namiento jurídico español, siendo explícitamente reconocido en el artículo 45 de la Consti-
tución Española, que establece el derecho de todos los ciudadanos a disfrutar de un medio 
ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de las administracio-
nes públicas de velar por la conservación y mejora de la calidad ambiental. En este contexto, 
la vigilancia y preservación de la calidad ambiental adquieren una importancia primordial, 
especialmente en relación con los desafíos globales que se presentan en el siglo XXI. Estos 
desafíos, que comprenden fenómenos como el cambio climático, la transición energética y 
otros aspectos críticos que vinculan el medio ambiente, la salud pública y el desarrollo econó-
mico, exigen un enfoque integral y proactivo por parte de las políticas públicas y los marcos 
normativos que regulan la contratación pública, a fin de garantizar una gestión sostenible y 
responsable de los recursos.

Por tanto, la integración de la protección medioambiental en el análisis de la contratación 
pública se presenta como un imperativo, dado que la propia contratación puede actuar como 
un instrumento clave para promover y garantizar los estándares de calidad y cumplimiento 
medioambiental. En este sentido, la contratación pública no solo debe entenderse como un 
mecanismo para satisfacer necesidades materiales, sino también como una herramienta 
estratégica que contribuye de manera activa a la preservación y mejora del entorno, cum-
pliendo con los objetivos de sostenibilidad establecidos en el ordenamiento jurídico. Así, se 
puede visualizar la contratación pública con una doble finalidad: por un lado, asegurar la cali-
dad medioambiental en los proyectos adjudicados, y por otro, dar cumplimiento a un principio 
constitucional, al alinearse con el mandato del artículo 45 de la Constitución Española, que 
exige la protección del medio ambiente como un derecho fundamental y un deber de las 
administraciones públicas.

Las cláusulas medioambientales deben ser coherentes y pertinentes con el objeto del con-
trato, y su propósito esencial radica en la adquisición de bienes y la contratación de servicios 
cuyo impacto ambiental global sea minimizado en la mayor medida posible, evaluado a lo 
largo de todo su ciclo de vida. Dichas cláusulas deben garantizar, simultáneamente, que los 
productos o servicios contratados cumplan con los estándares de calidad exigidos, mientras 

8	 Gimeno Feliu, José María., La nueva contratación pública europea y su incidencia en la legislación 
española. Civitas. Madrid, 2006, pág. 47. 
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promueven una gestión ambiental responsable que se extienda a lo largo de la cadena de 
suministro, abarcando a proveedores, suministradores y licitadores.

Entre los factores que pueden ser objeto de evaluación en el marco de estas cláusulas, se 
incluyen, por ejemplo, el consumo energético involucrado en la fabricación del producto, su 
durabilidad y vida útil, la utilización de procesos de producción que prioricen la reducción de 
emisiones de CO29, y la adquisición de materiales procedentes de fuentes sostenibles, como 
la madera obtenida de bosques gestionados conforme a criterios de explotación responsable 
y certificada. Estos elementos son fundamentales para asegurar que la contratación pública 
no solo optimice la eficiencia económica, sino que también promueva el cumplimiento de 
elevados estándares medioambientales, alineándose con los principios de sostenibilidad y 
responsabilidad social consagrados en la normativa vigente.

Es fundamental tener presente lo dispuesto en el artículo 1.3 de la Ley 9/2017, de Contratos 
del Sector Público (LCSP), que establece que la inclusión de cláusulas medioambientales o 
sociales en los contratos solo será procedente cuando guarden relación directa con el objeto 
del contrato y cuando su incorporación justifique una mejora en la relación calidad-precio y en 
la eficiencia en el uso de los fondos públicos10. Es decir, no se podrá justificar un incremento 
en el coste global del contrato bajo el pretexto de incorporar tales cláusulas, debiendo ser 
estas medidas un mecanismo de optimización y no de encarecimiento innecesario.

De manera congruente, el artículo 145.6 de la LCSP refuerza esta postura, estableciendo 
que un criterio de adjudicación será considerado vinculado al objeto del contrato cuando se 
refiera o integre directamente a las prestaciones que deben ser ejecutadas en virtud de dicho 
contrato, en cualquiera de sus fases o etapas del ciclo de vida. Esto incluye, específicamente, 
los procesos relativos a la producción, prestación o comercialización de las obras, suminis-
tros o servicios, con un énfasis particular en aquellos métodos de producción, prestación o 
comercialización que sean medioambiental y socialmente sostenibles y justos. Asimismo, se 
extiende a otros factores que puedan incidir en distintas etapas del ciclo de vida del contrato, 
aunque estos no constituyan elementos materiales del mismo. Esta disposición subraya la 
necesidad de que los criterios medioambientales y sociales no sean elementos aislados, 
sino que estén intrínsecamente vinculados a la esencia del contrato y a su ciclo completo de 
ejecución.

En el marco normativo europeo y nacional, el considerando 102 de la Directiva 2014/25/UE, 
incorporada al ordenamiento jurídico español mediante el Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de 
febrero, subraya la necesidad de integrar de manera plena los criterios sociales y medioam-

9	 López Toledo, Purificación. «La protección del medio ambiente en el Derecho comunitario de con-
tratos públicos: perspectiva y situación actual». Revista de la Escuela Jacobea de Posgrado. Núm 
7, 2014. Pág. 24.

10	 En este sentido, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 16 de septiembre de 
2013 (asunto T-402/2006), Reino de España contra Comisión Europea, en su apartado 76, estable-
ce que: «la oferta económicamente más ventajosa puede conceptualizarse como aquella, entre 
las distintas propuestas presentadas, que ofrece la mejor relación calidad-precio, atendiendo a los 
criterios que guarden una justificación objetiva vinculada con el objeto contractual».
En el ámbito interno, la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de mayo de 1997 sostuvo que «la 
Administración no se encuentra jurídicamente obligada a adjudicar en función del precio más bajo, 
sino a aquella oferta que resulte más alineada con la consecución del interés público».
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bientales en los procedimientos de contratación pública. En conformidad con esta disposi-
ción, las entidades adjudicadoras deben estar habilitadas para incluir criterios de adjudica-
ción o condiciones de ejecución que contemplen tanto aspectos medioambientales como 
sociales a lo largo de todo el ciclo de vida de las obras, suministros o servicios contratados, 
desde la extracción de materias primas hasta la disposición final del producto11. Esto incluye 
no solo el proceso de fabricación, prestación o comercialización, sino también las condicio-
nes de comercialización y las fases posteriores de su ciclo de vida, incluso cuando dichos 
factores no sean de naturaleza material.

Dentro de los ejemplos específicos de criterios medioambientales se encuentran la exigen-
cia de utilizar materiales no tóxicos en la producción de productos adquiridos o la contrata-
ción de servicios que empleen equipos de alta eficiencia energética, con lo que se contribuye 
a la sostenibilidad ambiental durante todo el proceso de contratación12.

Más allá de los principios generales de eficacia y protección medioambiental establecidos 
en la normativa española, es relevante destacar la promulgación de disposiciones estructu-
rales orientadas a promover un desarrollo económico sostenible, tal como se recogió en el 
artículo 1 de la derogada Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. Esta legislación 
establece las reformas necesarias para crear un marco que favorezca la transición hacia un 
modelo económico más respetuoso con el medio ambiente.

Un avance clave en este ámbito es la Orden PCI/86/2019, de 31 de enero, que regula el 
Plan de Contratación Pública Ecológica de la Administración General del Estado, organis-
mos autónomos y entidades gestoras de la Seguridad Social para el período 2018-2025. Este 
Plan tiene como objetivo incentivar la adquisición de bienes, obras y servicios con el menor 
impacto medioambiental posible y actúa como un instrumento esencial para impulsar la 
Estrategia Española de Economía Circular. Un componente particularmente relevante de este 
Plan es su enfoque en la incorporación de cláusulas medioambientales en los procedimien-
tos de contratación pública, posicionando la sostenibilidad como un principio fundamental 
en la contratación estatal.

El artículo 5 del Plan pone de relieve la importancia de priorizar la contratación de produc-
tos y servicios que cuenten con sistemas de certificación ambiental, prefiriendo aquellos que 
ostenten el distintivo ecológico Ecolabel. En su defecto, se dará preferencia a las certificacio-
nes ISO y, como última opción, a las declaraciones ambientales de producto. Este enfoque 
tiene por objetivo asegurar que los productos adquiridos cumplan con elevados estándares 
medioambientales, promoviendo la compra responsable y la sostenibilidad en el ámbito 
público.

11	 Vega Labella, José Ignacio. «D.A. 6.ª» en Comentarios a la legislación de contratación pública. 
Coordinador Jiménez Aparicio, E. Aranzadi, Cizur Menor, 2009. Pág. 731.

12	 Fernández Acevedo, Rafael., «Los criterios de adjudicación de los contratos públicos». Proyecto 
de Investigación «El tiempo de las reformas administrativas: hacia la excelencia en la contrata-
ción pública (Smart Procurement) a través de compras eficaces, estratégicas y transnacionales».  
Pág. 1436. 
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III. Integración de criterios ambientales en 
las distintas etapas del ciclo contractual

La incorporación de criterios medioambientales en los procedimientos de contratación 
pública constituye una herramienta estratégica para impulsar un modelo de desarrollo soste-
nible desde la propia actividad administrativa13. Estos criterios pueden y deben integrarse de 
manera transversal a lo largo de todas las fases del ciclo contractual, en consonancia con lo 
dispuesto en la Directiva 2014/24/UE, la Directiva 2014/25/UE y la LCSP, promoviendo así la 
eficiencia ecológica, la reducción del impacto ambiental y la consecución de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS).

3.1. Preparación del contrato

En la fase preparatoria del procedimiento de contratación, el órgano competente configura 
los elementos esenciales que articularán el contrato, definiendo, entre otros aspectos, sus 
objetivos estratégicos. En este contexto, resulta no solo posible, sino altamente recomendable, 
la incorporación de la sostenibilidad medioambiental como uno de los ejes vertebradores del 
contrato14. Ello implica orientar la definición del objeto contractual hacia productos, servicios 
u obras caracterizados por un reducido impacto ambiental15, lo que comporta una selección 
consciente y deliberada de soluciones que favorezcan prácticas responsables con el entorno. 

Asimismo, la elaboración de las prescripciones técnicas debe atender a criterios ecológicos 
específicos, tales como la exigencia del empleo de materiales reciclables o no tóxicos, la incor-
poración de tecnologías que optimicen el consumo energético y la imposición de estándares 
de eficiencia ambiental elevados16. De igual modo, la utilización del análisis del coste del ciclo 
de vida como metodología de valoración económica adquiere especial relevancia, en tanto que 
permite incorporar, más allá del precio inicial de adquisición, aquellos costes asociados al man-
tenimiento, uso, gestión de residuos y eliminación final del bien o servicio contratado17. 

13	 Quintana López, Tomás., Rodríguez Escanciano, Susana., Fernández de Gatta Sánchez, Dio-
nisio y Casares Marcos, Ana Belén., «Eficiencia del régimen concesional de obra pública: espe-
cialización de la Administración concedente, consideraciones ambientales y sociales y PPP´s», 
Estudios de Construcción y Transportes, núm. 109/2008, págs.. 67-102. 

14	 Vid. A título ilustrativo, Guía de compras verdes para la administración y las empresas, dentro del 
proyecto de cooperación transfronteriza ECO2CIR. Junta de Extremadura. Año 2020-2021.

15	 Medina Arnáiz, Teresa., «Comprando para asegurar nuestro futuro: la utilización de la contratación 
pública para la consecución de los objetivos políticos de la Unión Europea», en Gimeno Feliú José 
María, y Bernal Blay Miguel Ángel., (Dir./Coord.) Observatorio de los Contratos Públicos 2010, 
Civitas, Cizur Menor, págs. 43 a 95. 

16	 A título ilustrativo las guías y buenas prácticas de compra pública verde del Gobierno de Euskadi. 
Disponible en: https://www.juntadeandalucia.es/temas/contratacion-publica/gestion/guia.html 

17	 Comisión Europea (2016): «Adquisiciones ecológicas». Manual sobre la contratación pública 
ecológica. 3.ª edición. Disponible en: http://ec.europa.eu/environment/gpp/pdf/handbook_2016_
es.pdf 
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Esta visión integral contribuye a una toma de decisiones más alineada con los principios 
de desarrollo sostenible. A tal fin, se recomienda asimismo la realización de consultas preli-
minares al mercado, con objeto de identificar posibles soluciones innovadoras que respon-
dan a los requerimientos de sostenibilidad18. Finalmente, la evaluación del impacto ambiental 
previsible debe integrarse como un criterio orientador en el diseño del contrato, de forma que 
dicho parámetro contribuya a la configuración de una contratación pública más eficiente, 
estratégica y respetuosa con el medio ambiente.

El artículo 126.4 de la LCSP, establece de manera expresa que, siempre que el objeto con-
tractual incida o pueda incidir sobre el medio ambiente, las prescripciones técnicas deberán 
definirse aplicando criterios de sostenibilidad y protección ambiental, en concordancia con 
las definiciones y principios recogidos en los artículos 3 y 4 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, 
de Prevención y Control Integrados de la Contaminación.

En consecuencia, la incorporación de prescripciones técnicas de carácter medioambiental 
en el pliego de cláusulas deberá formularse, de conformidad con el apartado 5 del mencionado 
artículo 126, bien mediante la descripción de rendimientos o exigencias funcionales, o bien 
mediante la remisión a normas técnicas específicas o sistemas de referencia reconocidos19.

En esta línea, el artículo 127 de la LCSP introduce el mecanismo de las etiquetas ambien-
tales y sociales como medio de acreditación del cumplimiento de determinadas característi-
cas técnicas. Así, cuando los órganos de contratación proyecten adquirir obras, suministros 
o servicios que respondan a criterios medioambientales, sociales u otros, podrán estable-
cer, en las prescripciones técnicas, en los criterios de adjudicación o en las condiciones de 
ejecución, la exigencia de una etiqueta específica que actúe como prueba de conformidad. 
Estas etiquetas podrán estar vinculadas, entre otros aspectos, con prácticas de agricultura 
o ganadería ecológica, sostenibilidad de los materiales, eficiencia energética o condiciones 
laborales éticas20.

No obstante, la utilización de etiquetas como medio de acreditación queda sujeta a una 
serie de exigencias, previstas expresamente en el artículo 127.1:

	– Que los requisitos exigidos para la obtención de la etiqueta estén directamente vincula-
dos al objeto del contrato y resulten idóneos para definir las características técnicas de 
las obras, suministros o servicios que constituyen dicho objeto.

	– Que tales requisitos se basen en criterios verificables objetivamente y que no impliquen 
discriminación alguna.

18	 Cfr. Duque Botero, Juan David. Contratación pública estratégica, socialmente responsable y com-
petitiva. Editorial: Tirant lo Blanch. 2018 Valencia.

19	 Vid. Recomendaciones para la elaboración de pliegos de prescripciones técnicas y de cláusulas 
administrativas particulares para la contratación de servicios y productos de limpieza con criterios 
ambientales de la Junta de Andalucía. Disponible en: https://www.juntadeandalucia.es/export/
drupaljda/03%20Recomendaci%C3%B3n%20PCAP%20PPT%20LIMPIEZA.pdf

20	 Guia de compras verdes y socialmente resposables, «ECOEMBES», Marzo 2017. Disponible on-
line: https://www.ecoembes.com/sites/default/files/archivos_documentacion/guiacompras-ver-
des-y-socialmente-responsables.pdf. 
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	– Que las etiquetas hayan sido adoptadas mediante procedimientos abiertos, transparen-
tes y participativos, en los que intervengan los distintos agentes implicados (adminis-
traciones públicas, consumidores, interlocutores sociales, fabricantes, distribuidores y 
organizaciones no gubernamentales).

Asimismo, el órgano de contratación no está obligado a exigir el cumplimiento de todos 
los requisitos asociados a una etiqueta determinada, pudiendo seleccionar únicamente aque-
llos que estime pertinentes, siempre que dicha selección se indique de forma clara y precisa 
en los pliegos21.

3.2. Durante la fase de adjudicación del contrato

Resulta imprescindible considerar la incorporación y valoración de las cláusulas de conte-
nido medioambiental durante la fase de adjudicación contractual, atendiendo a las distintas 
dimensiones que esta etapa comprende: desde la verificación del cumplimiento de los requi-
sitos previos de participación y la evaluación de la solvencia técnica de los licitadores, hasta 
la eventual concurrencia de causas de prohibición de contratar. En este marco, puede exigirse 
la presentación de certificaciones específicas en materia de gestión ambiental (como las 
contempladas en el articulado de la LCSP) en tanto instrumentos acreditativos de un desem-
peño ambiental conforme a estándares reconocidos22.

En relación con los requisitos y la tipología de los criterios de adjudicación previstos en 
el artículo 145 de la LCSP, la norma establece que la adjudicación de los contratos deberá 
efectuarse atendiendo a una pluralidad de criterios, en aras de alcanzar la mejor relación 
calidad-precio. Esta valoración debe realizarse mediante un enfoque integrador que contem-
ple tanto criterios de naturaleza económica como elementos cualitativos, entre los que cabe 
destacar aquellos vinculados al impacto ambiental de la oferta, su eficiencia energética, o el 
ciclo de vida del bien, servicio u obra ofertado.

Los criterios de carácter cualitativo que el órgano de contratación pueda establecer a los 
efectos de determinar la mejor relación calidad-precio (conforme al artículo 145 de la LCSP) 
podrán incorporar elementos de índole medioambiental o social, siempre que guarden una 
vinculación directa con el objeto contractual, en los términos definidos en el apartado 6 del 
precepto mencionado. Entre dichos criterios pueden contemplarse, a título enunciativo, pará-
metros como la calidad (incluido el valor técnico de la oferta), las propiedades estéticas y 
funcionales, la accesibilidad, el diseño universal o inclusivo, así como aquellos aspectos de 
carácter innovador, social o medioambiental, incluyendo incluso condiciones relativas a la 
comercialización del bien, servicio u obra objeto del contrato23.

21	 Vid. Ferrer Márquez, Antonio, Larripa Férriz, Lourdes, Tomé Gil, Begoña María, Pérez Díaz, Sonia, 
Vilallonga Ortiz, Alber., «Compras verdes y socialmente responsables». 2017 Disponible en: http://
istas.net/descargas/Las%20compras%20verdes%20y%20socialmente%20responsables.pdf 

22	 Alonso García, María Consuelo., «La Contratación Pública Ecológica» de Un año de compra públi-
ca con la LCSP, Toledo, Gabinete Jurídico de Castilla y La Mancha, 2019, págs. 157-170. 

23	 Cfr. Díaz-Varela García-Pumarino, Beatriz., «Modelo Guía para la incorporación de cláusulas so-
ciales, laborales y medioambientales en la contratación pública», Asociación Española de fundacio-
nes, Asturias, 2018. 
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En lo que respecta específicamente a los atributos medioambientales, la normativa esta-
blece que estos podrán referirse, entre otros, a la minimización de las emisiones de gases 
de efecto invernadero durante la ejecución contractual; a la implementación de estrategias 
de ahorro y eficiencia energética; al empleo de fuentes de energía renovable en la presta-
ción o ejecución del contrato; así como a la conservación, preservación o mejora de los 
recursos naturales susceptibles de verse afectados por el desarrollo de las obligaciones 
contractuales24.

Los criterios de adjudicación de naturaleza cualitativa deben ser integrados, conforme al 
principio de proporcionalidad y eficiencia en el gasto público, con elementos de evaluación 
económica, en aras de alcanzar una ponderación equilibrada orientada a la determinación 
de la mejor relación calidad-precio25. En este sentido, el mencionado artículo 145 de la LCSP 
establece expresamente que dichos criterios cualitativos deberán ir necesariamente acom-
pañados de un componente económico, que podrá materializarse (a discreción técnica del 
órgano de contratación) bien en el precio ofertado, bien mediante un enfoque basado en el 
análisis de rentabilidad, como es el cálculo del coste del ciclo de vida conforme a lo dispuesto 
en el artículo 148 del mismo cuerpo legal.

Desde esta perspectiva, aun en aquellos procedimientos de licitación en los que no se 
hubieren introducido de manera expresa cláusulas de contenido medioambiental entre los 
criterios de adjudicación, la normativa impone al órgano de contratación el deber de velar por 
el respeto a las obligaciones jurídicas de carácter ambiental, laboral y social. Así, en aplica-
ción del artículo 201 LCSP, deberán ser rechazadas las proposiciones económicas anormal-
mente bajas cuando se constate que la reducción de costes que las caracteriza se ha logrado 
a través de prácticas contrarias a la normativa aplicable en dichas materias, incluyendo la 
infracción de convenios colectivos sectoriales vigentes, o cualquier otra disposición con 
rango reglamentario o convencional de cumplimiento obligatorio, tanto a nivel nacional como 
en el marco de compromisos internacionales ratificados por el Estado.

Asimismo, el artículo 71 de la LCSP establece una causa de exclusión de la capacidad 
para contratar con el sector público vinculada a la existencia de condena penal firme por la 
comisión de delitos que atenten contra el medio ambiente, la ordenación del territorio y el 
urbanismo, así como contra el patrimonio histórico, entre otros26. Esta previsión normativa 
cumple una función preventiva y punitiva, operando como mecanismo de depuración de los 
operadores económicos que no reúnen los requisitos éticos y jurídicos indispensables para 
concurrir válidamente a los procedimientos de licitación, y como garantía de integridad en la 
ejecución de los contratos públicos con impacto potencial sobre bienes jurídicos colectivos 
de relevancia constitucional.

24	 Candela Talavero, José Enrique. «Las cláusulas ambientales en los criterios de adjudica-
ción de los contratos públicos». Observatorio Contratación Pública. 2025. Disponible en: http://
www.obcp.es/index.php/mod.opiniones/mem.detalle/id.201/relcategoria.121/relmenu.3/chk.
a77f5214f04377e1c4fbb7657d178ab1 

25	 Carbonero Gallardo, José Miguel. La adjudicación de los contratos administrativos: origen, evo-
lución y sistema actual. Universidad de Granada, 2010. Pág. 463.

26	 Bermejo Vera, José., «Las prohibiciones de contratar en la ley de contratos del sector público». 
Revista de Administración Pública, núm. Extraordinario. Año 2008, pág.115.
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El artículo 95 de la LCSP configura un régimen jurídico específico en materia de acredita-
ción de la solvencia técnica o profesional de los operadores económicos en el marco de los 
contratos sujetos a regulación armonizada. En dicho precepto se consagra la posibilidad (y, 
en determinados supuestos, la necesidad) de que los órganos de contratación exijan, como 
instrumento de verificación de la competencia técnica del licitador, la presentación de certifi-
caciones emitidas por entidades independientes que acrediten la conformidad del operador 
económico con estándares de gestión medioambiental debidamente reconocidos.

En este contexto, la norma remite, con carácter preferente, al Sistema Comunitario de Ges-
tión y Auditoría Medioambientales (EMAS), regulado por el Reglamento (CE) n.º 1221/2009, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2009. No obstante, se habilita 
también la posibilidad de invocar otros sistemas de gestión ambiental reconocidos conforme 
a lo dispuesto en el artículo 45 de dicho reglamento europeo, así como normas técnicas 
de gestión ambiental sustentadas en estándares internacionales o europeos adoptados por 
organismos acreditados conforme a los parámetros de imparcialidad, transparencia y com-
petencia técnica exigibles.

Esta previsión normativa revela una decidida vocación de armonización con las estrate-
gias comunitarias de sostenibilidad, al tiempo que integra el principio de «compra pública 
verde» como eje vertebrador de la función pública de contratación27. En efecto, la exigencia 
de certificaciones medioambientales (dotadas de reconocimiento transnacional y validadas 
conforme a procedimientos técnicos estandarizados)28 permite al poder adjudicador no sólo 
verificar la aptitud técnica del licitador, sino también garantizar su compromiso con prácticas 
empresariales compatibles con la protección del medio ambiente y la eficiencia en el uso de 
los recursos naturales.

En consecuencia, la fase de adjudicación no sólo permite (sino que, en determinados 
contextos, impone) la evaluación de los compromisos medioambientales de los licitadores, 
ya sea a través de la integración de cláusulas ambientales en los criterios de adjudicación, 
mediante la exigencia de certificados de gestión ambiental como elemento de solvencia téc-
nica, o por medio de la exclusión automática de aquellos operadores condenados por ilícitos 
penales ambientales. Todo ello refleja una concepción avanzada, proactiva y transversal del 
principio de sostenibilidad, articulado como canon rector de la contratación pública en el 
actual ordenamiento jurídico español y europeo.

27	 Cfr. López Toledo, Purificación., La consideración de aspectos medioambientales en la contrata-
ción Pública, Cuenca. Universidad de Castilla y La Mancha, 2014. 

28	 A título ilustrativo, el Acuerdo 64/2016, de 13 de octubre, de la Junta de Castilla y León, mediante 
el cual se aprueban medidas orientadas al fomento del desarrollo sostenible en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León, contempla la formulación de un Plan Autonómico de 
Compra Verde. Dicho plan tiene como finalidad la definición de objetivos estratégicos y la determi-
nación de criterios técnicos para la adquisición sostenible de todo tipo de suministros, servicios y 
obras públicas.
De igual forma, la Resolución de 19 de octubre de 2016, emitida por la Secretaría General de Ha-
cienda y Administraciones Públicas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, ordena la 
difusión oficial de la Instrucción del Consejo de Gobierno, fechada el día anterior. Esta instrucción 
establece directrices para la incorporación obligatoria de cláusulas sociales, de igualdad de género 
y de sostenibilidad ambiental en los procedimientos de contratación pública del ámbito regional.
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3.3. Control y seguimiento medioambiental 
durante la ejecución contractual

La fase de ejecución del contrato constituye un momento clave para la materialización 
efectiva de las obligaciones ambientales derivadas de la contratación pública. A este res-
pecto, el artículo 202 de la LCSP, reconoce la posibilidad de establecer condiciones especia-
les de ejecución, en tanto se encuentren vinculadas al objeto del contrato conforme al artículo 
145, resulten compatibles con el ordenamiento jurídico de la Unión Europea, y sean objetiva-
mente no discriminatorias, debiendo, además, consignarse expresamente en los pliegos y en 
los anuncios de licitación.

No obstante, dicha disposición no se limita a habilitar tal facultad con carácter meramente 
potestativo, sino que impone una exigencia positiva: los órganos de contratación están obliga-
dos a incluir en los pliegos de cláusulas administrativas particulares al menos una condición 
especial de ejecución. Esta puede adoptar una naturaleza medioambiental, social, de innova-
ción o económica, configurándose como un instrumento estratégico de carácter obligatorio 
para la integración de políticas públicas horizontales en la ejecución de los contratos29.

Previamente, el artículo 201 de la LCSP establece un mandato inequívoco para que los 
órganos de contratación adopten las medidas necesarias que garanticen que los adjudicata-
rios respeten, durante la ejecución del contrato, las obligaciones legales que les son aplica-
bles en materia medioambiental30, social o laboral. Dichas obligaciones se encuentran reco-
gidas tanto en el derecho nacional como en el derecho de la Unión Europea, en los convenios 
colectivos y en los tratados internacionales ratificados por el Estado en dichas materias, con 
especial referencia a las contenidas en el Anexo V de la propia Ley.

En suma, la ejecución contractual no constituye una mera fase operativa, sino un momento 
crucial para la implementación efectiva de criterios medioambientales, cuyo cumplimiento debe 
ser objeto de supervisión activa y, en su caso, de reacción por parte del órgano de contratación, 
en consonancia con los principios de sostenibilidad, legalidad y responsabilidad administrativa.

En el marco de la ejecución de los contratos del sector público, la LCSP, establece un numerus 
apertus de condiciones especiales que los órganos de contratación pueden imponer, entre las 
que destacan aquellas de carácter medioambiental, en consonancia con el mandato general 
de sostenibilidad que atraviesa transversalmente todo el régimen jurídico de la contratación 
pública.

Dichas condiciones especiales de ejecución, tal como prevé el artículo 202 de la LCSP, 
podrán perseguir, entre otros fines, la reducción efectiva de emisiones de gases de efecto 
invernadero (en alineación con los compromisos asumidos por el Estado español en materia 
de acción climática y el mandato contenido en el artículo 88 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, 
de Economía Sostenible); la preservación o mejora de los valores medioambientales suscep-

29	 Rodríguez Escanciano, Susana., Cláusulas sociales y licitación pública: Análisis jurídico, Instituto 
Andaluz de Administración Pública, Sevilla, 2009, pág. 74.

30	 A título ilustrativo: Pliego de Prescripciones Técnicas para el Equipamiento del Nuevo Laboratorio 
de Control de Calidad en la ETAP El Carambolo. Empresa Metropolitana de Abastecimiento y Sa-
neamiento de Aguas de Sevilla, S.A. Expte. Núm. 197/2018. 
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tibles de ser afectados por la ejecución contractual; una gestión hídrica más eficiente y sos-
tenible; el fomento del uso de energías renovables; la promoción de prácticas de reciclado, 
reutilización de envases y minimización de residuos; así como el impulso de modalidades de 
producción más responsables, como la entrega a granel o la producción ecológica.

Estas condiciones no revisten un carácter meramente programático, sino que son jurídica-
mente exigibles, pudiendo establecerse penalidades específicas en los pliegos, conforme al 
artículo 192.1 LCSP, en caso de su incumplimiento. Adicionalmente, los órganos de contrata-
ción pueden conferirles el carácter de pilares fundamentales en las obligaciones contractuales, 
lo que comporta efectos relevantes, incluyendo la posibilidad de resolución del contrato en los 
términos del artículo 211, o la calificación del incumplimiento como infracción grave, con las 
consecuencias jurídicas aparejadas en términos de responsabilidad y prohibición de contratar.

Resulta asimismo esencial señalar que estas condiciones se extienden también a las 
relaciones de subcontratación que el contratista principal formalice, garantizándose así una 
cadena de cumplimiento que trasciende al adjudicatario directo, en aras de preservar la inte-
gridad y coherencia de los compromisos medioambientales asumidos por la Administración.

Entre las consideraciones de mayor calado destaca la relativa a la gestión sostenible del 
agua, cuya incorporación en los pliegos permitiría dar cumplimiento a los fines definidos por 
el Plan Hidrológico Nacional, aprobado por Ley 10/2001, de 5 de julio, especialmente en lo 
referente al aprovechamiento racional, sostenible y equilibrado del recurso hídrico, orientado 
a garantizar su suficiencia, calidad y preservación a largo plazo.

En suma, el marco normativo actual confiere a la contratación pública una función estra-
tégica de primer orden para la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
de la Agenda 2030, articulando un potente instrumento de ejecución normativa en materia 
ambiental. La integración de cláusulas medioambientales en la contratación pública no sólo 
se configura como una posibilidad jurídica, sino como una responsabilidad institucional inelu-
dible en el contexto de transición ecológica, que permite activar y hacer efectivas previsiones 
contenidas en normas sectoriales como la Ley de Montes, la Ley 7/2021, de cambio climático 
y transición energética, o la planificación hidrológica estatal, dotando así de coherencia e 
integración horizontal al ordenamiento jurídico en clave de sostenibilidad.

IV. El impulso a la adopción de 
prácticas contractuales sostenibles 
en el seno de las administraciones 
públicas: la compra pública verde

La denominada compra pública verde puede definirse como aquella modalidad de contra-
tación en la que la Administración Pública introduce de forma deliberada criterios ambien-
tales en la adquisición de bienes, servicios u obras31. Este enfoque implica valorar aspectos 

31	 Comisión Europea, Manual sobre contratación pública ecológica, segunda edición (2011), pág. 55.
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tales como la composición de los productos, su origen, la gestión de residuos, la eficiencia en 
el uso de recursos o el impacto ambiental a lo largo de su ciclo de vida. Se configura así como 
una herramienta estratégica para la integración de consideraciones ambientales, sociales y 
éticas en las políticas de contratación pública.

Numerosas Administraciones Públicas en el ámbito europeo ya han incorporado estos 
criterios en sus procesos contractuales, conscientes de que su aplicación no solo genera 
externalidades positivas en el ámbito ambiental y social, sino que además reporta benefi-
cios directos a las propias Administraciones. Entre estos destacan el ahorro derivado de una 
menor demanda de recursos naturales, la mejora reputacional institucional o un mejor posi-
cionamiento frente a las crecientes exigencias normativas en materia de contratación pública 
sostenible.

La compra pública verde presenta, por tanto, ventajas evidentes tanto para los poderes adju-
dicadores como para los operadores económicos. Para los primeros, representa una oportuni-
dad de ejercer un rol ejemplarizante, favoreciendo un modelo de desarrollo más sostenible; para 
los segundos, actúa como elemento dinamizador de la innovación ambiental, incentivando la 
mejora de los procesos productivos, la competitividad empresarial y la generación de nuevos 
mercados vinculados a productos y servicios más respetuosos con el entorno.

En este contexto, caracterizado por un marco jurídico cada vez más propicio y por múltiples 
buenas prácticas a nivel nacional e internacional, se puede afirmar que existe un momento 
especialmente propicio para consolidar la compra pública verde como una alternativa real y 
viable al modelo de consumo tradicional. Se trata de una vía jurídicamente habilitada, eco-
nómicamente sostenible, y alineada con los principios de justicia, equidad y responsabilidad 
ambiental y social que deben presidir la actuación del sector público.

Sin lugar a dudas, la contratación pública verde se erige como un instrumento estraté-
gico de gran potencial para estimular la innovación en los mercados, al conferir a la indus-
tria incentivos tangibles orientados al desarrollo de bienes y servicios con un elevado valor 
ambiental. Este efecto dinamizador resulta especialmente significativo en aquellos sectores 
en los que la demanda pública constituye una proporción sustancial del mercado, como es el 
caso de la construcción, los servicios sanitarios o el transporte colectivo. En este contexto, la 
incorporación de criterios de sostenibilidad en los procedimientos contractuales se traduce 
en una transformación profunda del modelo de producción y consumo, al incidir de forma 
directa en el análisis del ciclo de vida de los productos y servicios objeto de contratación, con 
el consiguiente impacto positivo en términos medioambientales.

No obstante, en determinados supuestos, los poderes públicos no ejercen su influencia 
mediante el despliegue de sus potestades administrativas tradicionales, sino que optan por 
mecanismos alternativos de carácter voluntario, con el propósito de orientar el comporta-
miento de la ciudadanía y del tejido empresarial hacia el cumplimiento de los objetivos norma-
tivos y de política pública. En este sentido, las Administraciones han comenzado a fomentar 
y aplicar instrumentos de mercado basados en la cooperación y la corresponsabilidad, priori-
zando el diálogo, la colaboración y el incentivo sobre el imperativo normativo, como vía para 
alcanzar fines de interés general en materia de sostenibilidad y responsabilidad ambiental32.

32	 Fernández González, Manuel., «Contratación pública con criterios de sostenibilidad. Situación 
actual y perspectivas», Boletín Económico de Información Comercial Española, núm. 2830, 2005, 
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Debe subrayarse el papel fundamental y estratégico que desempeñan las denominadas 
compras públicas verdes en la protección y preservación del medio ambiente, especialmente 
cuando son efectuadas de manera sistemática por el conjunto de los poderes públicos, y 
en particular por las Administraciones Públicas en el marco de su actividad ordinaria. Su 
relevancia no solo deriva del impacto tangible que generan sobre el entorno, sino también de 
su carácter ejemplarizante, en tanto que las propias Administraciones (y, en términos más 
amplios, el conjunto del sector público) constituyen consumidores de referencia de bienes y 
servicios con una significativa huella ambiental.

En este contexto, la contratación pública verde comporta múltiples beneficios para las 
Administraciones Públicas, entre los cuales cabe destacar la optimización del uso de los 
recursos financieros públicos, a través de una gestión más eficiente de los costes, que no se 
limita al precio de adquisición, sino que incorpora también los costes asociados al ciclo de 
vida del producto, incluyendo su utilización y eventual disposición al término de su vida útil. 
Asimismo, esta práctica contribuye a la mejora de la calidad de vida colectiva, al fomentar 
un modelo de consumo institucional responsable y alineado con los principios del desarrollo 
sostenible.

Del mismo modo, la difusión de estas prácticas sostenibles desde la Administración ejerce 
un efecto pedagógico y concienciador sobre la ciudadanía, favoreciendo la sensibilización 
ambiental y la adopción de patrones de consumo responsables. Entre las medidas adminis-
trativas más relevantes orientadas al logro de estos objetivos, destaca el aprovechamiento 
estratégico del poder de compra del sector público para priorizar bienes y servicios ambien-
talmente respetuosos, sin perjuicio del cumplimiento de los fines públicos generales. Esta 
lógica puede aplicarse a una amplia tipología de adquisiciones, que abarca desde equipos 
informáticos, vehículos, papel, energía eléctrica y sistemas de climatización, hasta el diseño y 
la ejecución de edificaciones públicas concebidas bajo criterios de sostenibilidad ambiental.

V. Consideraciones finales
PRIMERA: Con carácter general, la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 26 de febrero de 2014 reafirma el papel estratégico de la contratación pública 
como instrumento para la consecución de objetivos medioambientales, otorgándole un 
impulso significativo. En tal sentido, habilita a los poderes adjudicadores con un margen de 
discrecionalidad suficientemente amplio para integrar criterios de sostenibilidad ambiental 
en los procedimientos de contratación, trasladando al operador económico adjudicatario la 
asunción de los costes asociados a tales exigencias.

Del mismo modo, la normativa española persigue fomentar la innovación ecológica, enten-
dida por la Unión Europea como un elemento esencial para la optimización de la eficiencia y 
la calidad de los servicios públicos.

pág. 27, subraya que «las evoluciones de las técnicas de protección ambiental son bien visibles 
en la justificación de la incorporación de criterios ambientales y de sostenibilidad en los contratos 
del sector público».
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Adicionalmente, se articulan mecanismos orientados a incrementar la transparencia y 
mejorar el acceso a la información para los operadores económicos interesados en concurrir 
a procedimientos de contratación con enfoque ambiental.

Asimismo, se refuerza el marco normativo relativo a la prevención y sanción de posibles 
incumplimientos de carácter medioambiental por parte de los contratistas, contemplando su 
exclusión de los procedimientos de licitación, así como la facultad de los órganos de con-
tratación para rechazar ofertas anormalmente bajas cuando se fundamenten en prácticas 
contrarias a la normativa ambiental. Estas disposiciones se hacen extensivas también a los 
subcontratistas que intervengan en la ejecución del contrato.

SEGUNDA: La nueva normativa clarifica y sistematiza las formas en que la dimensión 
ambiental puede integrarse en las distintas fases del procedimiento de contratación pública:

	– En la fase de preparación del contrato, se autoriza el recurso a etiquetas ecológicas 
como medio para describir las especificaciones técnicas de carácter ambiental exigi-
das, así como la referencia a sistemas de certificación medioambiental a efectos de 
acreditar la solvencia técnica de los licitadores.

	– Durante la evaluación de las ofertas, se amplía el concepto de oferta económicamente 
más ventajosa, permitiendo considerar, entre otros aspectos, la relación coste-eficacia 
basada en el cálculo del coste del ciclo de vida, así como la mejor relación calidad-pre-
cio, dentro de la cual pueden incorporarse criterios medioambientales. Asimismo, en 
los procedimientos negociados se admite la posibilidad de consensuar dichos elemen-
tos con los licitadores.

	– En la fase de ejecución contractual, se establece la posibilidad de incluir cláusulas de 
carácter técnico-ambiental que favorezcan una ejecución más sostenible del contrato, 
siendo estas condiciones consideradas como elementos objetivos e integrantes del 
contenido obligacional del mismo, ofreciéndose incluso ejemplos ilustrativos de posi-
bles cláusulas de esta naturaleza.

TERCERA: La compra pública verde se ha consolidado como una herramienta estratégica 
de enorme relevancia en el marco de las políticas de sostenibilidad impulsadas desde el 
sector público ya que permite a las administraciones incorporar criterios ambientales en los 
procedimientos de contratación de bienes, servicios y obras lo cual no solo orienta el gasto 
público hacia opciones más responsables desde el punto de vista ecológico sino que también 
transforma el mercado al generar una demanda significativa de productos y servicios respe-
tuosos con el medio ambiente lo que a su vez incentiva a las empresas a adoptar prácticas 
más sostenibles y desarrollar soluciones innovadoras alineadas con los principios del desa-
rrollo sostenible.

En este contexto las administraciones públicas asumen un papel fundamental al conver-
tirse en agentes ejemplarizantes que no solo ejecutan políticas verdes sino que también lide-
ran el cambio hacia un modelo económico más circular inclusivo y respetuoso con los límites 
ecológicos del planeta al ejercer su poder de compra de manera consciente y estratégica 
las entidades públicas no solo pueden reducir su huella ambiental sino también influir en el 
comportamiento del sector privado impulsando la innovación ambiental la competitividad 
empresarial y la generación de empleo verde en sectores emergentes.
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Entre los múltiples beneficios que ofrece la implementación de la compra pública verde 
destaca la optimización del uso de los recursos públicos mediante la adquisición de bienes 
y servicios más eficientes energéticamente o con menor impacto ambiental a lo largo de su 
ciclo de vida lo que puede traducirse en importantes ahorros económicos a medio y largo 
plazo además la adopción de estos criterios no solo mejora la calidad de los servicios presta-
dos por la administración sino que también contribuye al cumplimiento de metas y compro-
misos internacionales en materia de clima biodiversidad y desarrollo sostenible.
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